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Radicación Única Nacional No. 76-001-31-05-013-2018-00168-01 

 

 

A los veinticinco (25) días del mes de agosto del año dos mil veintitrés 

(2023), se conforma la Sala Cuarta de Decisión Laboral, con el objeto 

de resolver por escrito, el recurso de apelación que obra frente a la 

sentencia dictada por el Juzgado Trece Laboral del Circuito de Cali, 

en atención a la Descongestión ordenada por el Consejo Superior de 

la Judicatura al Tribunal Superior de Cali -Sala Laboral-; todo ello 

de conformidad con lo dispuesto en la Ley 2213 de 2022. 

 
SENTENCIA No. 093 

Aprobada en acta virtual No. 030 

 

                                   ANTECEDENTES 

 

Demanda 

 

La señora SANDRA MILENA RAMIREZ PRETEL demandó en 

proceso ordinario laboral de primera instancia a la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENIONES, con el fin de obtener las siguientes 

declaraciones y condenas: 
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Los hechos fundamento de las pretensiones, son del siguiente 

tenor literal: 
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Respuesta a la demanda 

 

Admitida la demanda por el JUZGADO TRECE LABORAL DEL 

CIRCUITO DE CALI, se corrió traslado de la misma obteniendo 

respuesta de la demandada con oposición a las pretensiones, 

sustentando su defensa, así: 
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Las excepciones presentadas, fueron del siguiente tenor literal: 

 

 

Decisión de primera instancia 

 

Concluida las etapas correspondientes, el juzgado instructor 

profirió la sentencia 054 del 15 de marzo de 2021, en la que 

decidió: 

 

 

Recurso de apelación 
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Inconforme con la decisión, la parte actora recurrió en apelación 

buscando que el fallo de primer grado sea revocado y, en su 

lugar, se acceda a la totalidad de las pretensiones esgrimidas 

en el escrito inicial. 

 

Alegatos de segunda instancia 

 

Corrido el traslado de rigor, la parte activa alegó ante la segunda 

instancia, así: 
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COLPENSIONES, alegó en segunda instancia en los siguientes 

términos literales: 
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Llegadas las diligencias a esta Corporación, no evidenciándose 

causal que invalide lo actuado, se profiere la decisión que en 

derecho corresponda, previas las siguientes 

 

CONSIDERACIONES 
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En los términos de la apelación formulada, se ocupará la Sala 

de definir si entre las partes en contienda se suscitó un contrato 

de trabajo que diera lugar al reconocimiento y pago de los 

derechos laborales solicitados en el escrito primigenio. 

 

Debe iniciar la Sala por referir que, como quiera que la 

demandada es COLPENSIONES, la jurisdicción ordinaria 

laboral es competente para conocer asunto como el presente, en 

atención que la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES-COLPENSIONES- es una EMPRESA INDUSTRIAL 

Y COMERCIAL DEL ESTADO, según las voces de la Ley 4121 de 

2011, organizada como entidad financiera de carácter especial, 

vinculada al Ministerio del Trabajo. 

 

De esta forma, se debe atender el contenido del artículo 5 del 

Decreto 3135 del 1968, en el que se establece como regla 

general, que las personas que presten sus servicios para una 

EICE, tienen la calidad de trabajadores oficiales, salvo que 

desempeñen funciones de dirección, confianza y manejo. 

 

Debe anotar la Sala en este apartado de la providencia, que de 

la lectura atenta del escrito inicial se desprende con suficiente 

claridad que la demandante alega su condición de trabajadora 

oficial al servicio de la empresa demandada, pues así lo 

sustenta en los hechos vigésimo sexto a trigésimo segundo del 

escrito primigenio, por lo que, como se verá más adelante, 

conforme a lo indicado por la jurisprudencia nacional, en 

especial por lo dispuesto por la Sala de Casación Laboral de la 

Corte Suprema de Justicia, en sentencias del 14 de marzo de 

1975 y más recientemente en la radicada al número 47695 del 

13 de abril de 2016, entre otras, la competencia del juez del 

trabajo está dada por la sola manifestación que sobre la 

existencia de un contrato de trabajo, bajo el principio de la 

primacía de la realidad sobre las forma, realice el demandante 

en su demanda.  
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De esta forma, la Sala cuenta con competencia para resolver el 

asunto, recogiendo así cualquier pronunciamiento que en 

sentido contrario haya podido emitir en asuntos que alegándose 

la condición de trabajador oficial del actor, frente a un contrato 

de trabajo ficto bajo los postulados del principio de primacía de 

la realidad sobre las formas, en vinculaciones con entidades 

públicas, haya adoptado. 

 

Así las cosas, revisada la actuación, no se presenta duda en lo 

que refiere a que la demandante se desempeñó personalmente 

a favor de COLPENSIONES, ejerciendo labores de abogada 

externa de la entidad, en procura de la defensa judicial de los 

intereses de la hoy convocada a juicio, por lo que dicha 

actividad no se encuentra excluida de la regla general de 

trabajadora oficial. 

 

A lo anterior se añade que en las voces del Decreto 2127 de 

1945, el contrato de trabajo se configura por la actividad 

personal del empleado, su subordinación respecto al empleador 

y la retribución económica por los servicios prestados; mientras 

que el artículo 20 del mismo compendio normativo (artículo 

2.2.30.2.1 Decreto 1083 de 2015) enseña que toda prestación 

personal del servicio se presume regida por un contrato de 

trabajo, correspondiendo al extremo demandado probar que 

dicho servicio personal, no fue subordinado o dependiente sino 

autónomo. 

 

La anterior presunción es de contenido legal, de donde se 

desprende que puede ser desvirtuada con los medios de prueba 

debidamente adosados al plenario. 

 

De otro lado, se tiene que la Corte Constitucional ha sostenido 

desde antaño, que para verificar la existencia de un contrato de 
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trabajo, se debe acudir al principio de la primacía de la realidad 

sobre las formas, consagrado en el artículo 53 de 

la Constitución Política; indicándose que una vez reunidos los 

tres elementos: actividad realizada de manera personal por el 

trabajador, continuada subordinación o dependencia del 

trabajador respecto del empleador y salario como retribución 

del servicio, se debe concluir la existencia del contrato laboral 

entre las partes y no deja de serlo por el título o por otras 

condiciones o modalidades que posea. 

 

Ahora, la defensa de la demandada se centra en el argumento 

de la existencia de contratos de prestación de servicios con la 

demandante, ajenos al contrato de trabajo que ésta reclama; 

debiéndose indicar sobre el punto, que la jurisprudencia 

nacional ha enseñado de tiempo atrás que la suscripción de un 

contrato de prestación de servicios no conlleva per se, que la 

relación se desarrolle con autonomía e independencia.  

 

Así se enseñó por la Corte Suprema de Justicia en Sala de 

Casación Laboral, a través de la sentencia SL609-2022. 

 

 A folios 28 y siguientes del expediente digital, se evidencia 

certificación emanada de COLPENSIONES, en la que se 

consigna: 

http://legal.legis.com.co/document/legcol/legcol_75a9737157c160fce0430a01015160fc/constitucion-politica-politica-de-2013?text=constitucion%20politica%20constitucion%20nacional&type=q&hit=1&__hstc=36260351.05e92b9cbc5933213080ae097ee4011b.1689719542721.1691612718864.1692038654519.3&__hssc=36260351.1.1692038654519&__hsfp=3206432219
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El anterior documento se compadece con lo señalado en los 

folios 30 y siguientes del legajo digital. 
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Revisada la abundante documentación aportada por las partes, 

no queda duda que los contratos u ofertas enseñadas, 

evidencian un mismo objeto: la prestación del servicio 

profesional de abogado, en defensa de los intereses de 

COLPENSIONES desempeñando la representación judicial y 

administrativa de la entidad como abogada externa. 

 

La documental en mención revela sin lugar a equívocos sobre la 

prestación personal de servicios como abogada, de la señora 

SANDRA MILENA RAMIREZ en favor de COLPENSIONES y la 

remuneración que por dichos servicios le fue entregada por la 

hoy demandada. 

 

En lo que refiere a la subordinación, el expediente da cuenta a 

folio 51 y siguientes, así: 
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Militan en los folios subsiguientes “Actas de Seguimiento” a las 

ofertas o contratos suscritos con la demandante y citación a 

capacitación en temas relativos a la gestión como abogado 

externo. 

 

En el folio 63 y siguientes, se observa: 



76001-31-05-013-2018-00168-01 

27 
 

 

 

 

 

El folio 67 y siguientes, informa lo siguiente frente a la 

demandante SANDRA MILENA RAMIREZ: 
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Y frente al tema en discusión, se aportó documental en la que 

se evidencia la dirección de correo electrónico de la demandante 

(sami_pre09@hotmail.com), así: 
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Obran otros mensajes de datos en el que COLPENSIONES cita 

a sus abogados externos a diferentes capacitaciones y 

reuniones relativas al desarrollo de las labores ejecutadas para 

la entidad, como lo revela el archivo 01 del expediente digital. A 

título de ejemplo, se relacionan las siguientes: 
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Por último, los folios 279 y siguientes del archivo digital 01 del 

expediente digital, muestran aspectos relativos a la vinculación 

entre las partes, como lo son la prestación personal de 

actividades de parte de la actora a favor de la demandada y el 

pago respectivo. 

 

En interrogatorio de parte, la actora indicó que durante su 

tiempo trabajando en COLPENSIONES bajo contratos de 

prestación de servicios, no tuvo un horario específico, no tenía 

una oficina ni un puesto de trabajo en las instalaciones de la 

demandada; recalcó que no brindó asesoría a personas ajenas 

a COLPENSIONES durante la duración de los contratos pues el 

tiempo no le permitía realizar otras actividades; señaló que para 

ausentarse de los juzgados o realizar diligencias, necesitaba 

autorización de la master 7 de la entidad si había alguna 

diligencia que se cruzara, para que se le indicara que había que 

hacer y que para realizar seguimiento a los procesos judiciales 

y contestaciones estaba condicionada al horario de los juzgados 
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y a las pautas establecidas en el manual de funciones judiciales 

que le daba COLPENSIONES. 

 

De otro lado, se recibieron las declaraciones de NURY OCAMPO 

y MIRYAM GARCIA.  La demandada desistió de los testimonios 

solicitados. 

 

Así, la señora NURY OCAMPO informó conocer a la demandante 

por haber sido compañeras de trabajo en COLPENSIONES, 

entidad en la que se desempeñaron (ambas) como abogadas 

externas entre los años 2012 o 2013, sin tener seguridad del 

año y hasta el 2015; al ser interrogada por la a quo sobre sus 

tareas como abogada externa, dijo la declarante que su día a 

día, “era bastante apretado el día, casi todo el tiempo nos 

encontrábamos en audiencia. Ya el día anterior, debíamos de 

haber contestado la gran cantidad de demandas enviadas; por 

lo menos en mi caso, me trasnochaba contestándolas para que 

no se vencieran los términos y al otro día repetir las audiencias 

que duraban todo el día. En general, sobre eso era en lo que se 

tenía que poner atención”; en relación con las tareas asignadas 

como abogadas externas, dijo la declarante que “asistíamos a 

las audiencias cuando nos llamaban los requerimientos que nos 

hacía la entidad, era necesario asistir porque nos enviaban por 

correo diversos requerimientos y ordenes que comentaban sobre 

los horarios de asistencia, recalcar su obligatoriedad, envío de 

informes previos con su límite temporal admitido para 

recibimiento”, lo que le correspondía también a la señora 

SANDRA MILENA, pues “como le comentaba al principio ella 

realizaba mi misma jornada laboral, también era abogada 

externa”; narró la testigo que “de los correos que mandaban, 

venían los procesos, comentaban que teníamos que asistir porque 

ya nos había llegado el reparto, y ese reparto eran los procesos 

de las demandas que nos correspondía a cada abogado, después 

personalmente se recibían para luego poder contestarlas”; frente 

al lugar donde se realizaban las tareas, señaló que en el sitio en 
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que se pudiera, a veces se prestaban sillas o mesas y ya las 

audiencias en el recinto de cada despacho judicial; que el 

expediente en ese entonces era físico y debían ir a recogerlo, 

afirmando que la entidad “mandaba el correo donde comentaban 

que se tenía que ir a recibir el reparto; nosotros los hacíamos con 

urgencia, porque no se sabía a cuáles de ellos ya se le habían 

pasado los términos”; sobre la manera de prestar el servicio, 

informó que “a nosotros nos dieron una especie de manual, 

donde se explicaban todos los temas a nivel pensional, era un 

libro pequeño que explicaba todo. Además, decía todos los ítems 

que se debía tener para la contestación de la demanda, como 

todo lo que se ponía primero y así, entonces nosotros nos 

regíamos por ese manual. Por otro lado, a parte de todos los 

conceptos judiciales que había, había un ítem que decía “defensa 

judicial”, que teníamos que guiarnos por esa parte”. 

 

Preguntado por el abogado de la demandante, dijo la testigo que  

Ningún abogado externo como ella o la demandante, podían 

contestar las demandas en los procesos asignados, con 

autonomía en ejercicio de su profesión, pues “a nosotros nos 

dijeron que las contestaciones tenían que ser de acuerdo con esos 

ítems, llevar ese orden en cuanto a la demanda y pues había que 

guiarse por ese manual”; que COLPENSIONES hacía 

capacitaciones que tenían el carácter de obligatorias, dado que 

“llegaron otros jefes, ellos pasaban una hoja donde uno escribía 

que sí asistió, en correo que nos mandaban nos facilitaban la 

hoja y recordaban la obligatoriedad de la asistencia. Los temas 

que se trataban eran jurídicos, debatíamos temas que nos 

pasaban los juzgados, dábamos el aporte que había que hacer y 

también escuchábamos la charla como aporte que daban como 

una especie de clase”; que “uno no podía sustituir a ningún 

abogado, tenía que ser uno mismo, el que era el responsable de 

la audiencia, en cambio pues que se presentara algo muy grave 

que no se pudiera, debía avisar con tiempo y pedir permiso para 

que se le asignara ese proceso a otro abogado de estos que 
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estaban ahí”; que si el abogado externo no podía asistir a las 

capacitaciones a las que se le citaba por COLPENSIONES “Tenia 

que informar, porque era de carácter obligatorio y le hacían firmar 

a uno lista, entonces se sobrentiende que si no estaba en la lista 

era porque se estaba mirando la asistencia, entonces la persona 

tenía que informar; yo siempre asistía a las citas o requerimientos 

que me dejaban, y pues me imagino que la persona debía de 

mirar la excusa de por qué no puede porque para eso era que nos 

decían que debíamos firmar la asistencia”; agregó la declarante 

que COLPENSIONES a final de año hacía reunión de 

integración, señalando que “teníamos actividades en diciembre 

y teníamos reuniones en septiembre también me acuerdo de que 

hubo, y nos mandaban el correo acordando la fecha de la reunión 

para que asistiéramos”; expuso también que cuando entraba 

alguien nuevo, hacían reuniones donde los abogados se 

presentaban, diciendo “que de dónde venía, cómo se llamaba, 

qué experiencia tenía, las especializaciones que tenía, etc. Cada 

uno se presentaba, añadiendo pues los lugares donde habían 

laborado”; informó también que “nos inculcaban mucho de ese 

tema, que podíamos seguir la defensa judicial tanto en las 

capacitaciones que nos habían dado y como lo dije anteriormente, 

cuando uno tenía un problema o tenía la duda de un tema 

entonces se debatía sobre eso”; que los abogados externos no se 

podían apartar de lo señalado por la entidad para la defensa de 

la misma, afirmando que “recuerdo un caso de hace tiempo, e 

inclusive sacaron a relucir la demanda de la compañera, que 

pues a mí me dio mucho sentimiento por eso porque todo mundo 

se dio cuenta del error que ella había cometido en la demanda 

por que ella no había seguido las instrucciones del manual, 

entonces yo me acuerdo que la compañera; porque ahí se leyó el 

nombre, había una pantalla grande en el salón donde ahí se veía 

y proyectaban la demanda que ella contestó y explicaban el error 

que ella había cometido, que eso no se podía hacer y todo eso, y 

pues aburrida la abogada que desafortunadamente cometió ese 
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error, no siguió los lineamientos que ahí decía, entonces si los 

expusieron y fue un caso que yo me acuerdo”. 

 

 

Ante las preguntas de la apoderada judicial de COLPENSIONES, 

indicó la declarante que como abogada externa no tenía un 

puesto de trabajo físico asignado en COLPENSIONES; que las 

reuniones “se hacían muy frecuentemente, a veces se 

demoraban un poco más y en otro tiempo eran más seguidas”; 

que al terminar las audiencias no tenían tiempo de ir  a 

COLPENSIONES  a reportar lo sucedido porque “teníamos 

audiencias seguidas no teníamos tiempo de ir allá, simplemente 

cuando nos mandaban los requerimientos por el correo teníamos 

unas bases donde teníamos que anotar todas las situaciones que 

recibamos y pues allí se reflejaba lo que acontecía en la 

audiencia, cómo iba el proceso pues nosotros teníamos que pasar 

esa información”;  indicó la declarante que “los horarios que 

teníamos que realizar eran los de las audiencias en los juzgados, 

y de pronto los horarios cuando nos mandaban los correos para 

asistencia, para entrega de algún informe, entonces nos 

comentaban los tiempos establecidos para reportar informe o 

atender audiencia”; que la demandante hacía la misma labor 

que la testigo, “entonces uno no tenía tiempo de otra clase de 

trabajos ni otras asesorías jurídicas porque el tiempo era escaso”; 

refirió que la entidad indicaba como se debía asumir la 

audiencia, dado que “nos daban la forma según el manual, y ya 

allá según su labor como abogado debía defenderse según la 

situación en que estaba”; en lo que se refiere a la remuneración, 

informó que “nos pagaban con respecto a 200 procesos, no podía 

ser menor, tal vez mayor” y que “para el pago del sueldo, nos 

llamaban el día que teníamos que llevar la cuenta de cobro con 

todos los procesos y ahí nos terminaban pagando; el tipo de pago 

era mensualmente. El tipo de comunicación para el cobro eran 

correos electrónicos”. 
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Por su parte, la señora MIRIAM GARCÍA, manifestó que era 

abogada externa, que ella y la demandante SANDRA RAMÍREZ 

PRETEL, trabajaron en COLPENSIONES, donde desempeñaban 

funciones similares de contestar las demandas, hacer las 

conciliaciones, pedir las fotocopias de las sentencias, llevar los 

requerimientos a COLPENSIONES, ir a las reuniones que les 

exigían; indicó que la demandada les daba como abogados 

externos, un manual para la defensa de la entidad; indicó que 

la señora SANDRA MILENA se unió al equipo de 

COLPENSIONES en el año 2013 o 2014 sin recordar bien la 

anualidad. 

 

Preguntada por la parte actora, informó que en efecto 

COLPENSIONES “a todo nos daban un manual para nosotros 

poder hacer las demandas y contestarlas, donde debíamos de 

regirnos para eso” y que si no se daba aplicación al mismo, la 

entidad emitía un requerimiento al abogado; informó que “a 

nosotros siempre nos hacían reuniones donde nos capacitaban y 

ella también iba” refiriéndose a SANDRA MILENA – aclara la 

Sala- y que en las reuniones que hacía al entidad, se trataba el 

tema de las demandas “que nosotros no habíamos puesto tal 

cosa, que nosotros estábamos defendiendo de tal forma, que no 

nos regíamos bien por el manual que nos habían dado, 

cuestiones así”; señaló que las capacitaciones y reuniones a las 

que citaba COLPENSIONES eran obligatorias, añadiendo que 

“tan es así, que en muchas ocasiones nos decían que porque no 

le decíamos al juzgado, al juez, que si nos podía dar la excusa 

para no asistir a determinada audiencia porque nosotros 

teníamos que asistir a la reunión que ellos nos habían 

programado”; que cuando SANDRA MILENA o cualquier otro 

abogado no podía atender una diligencias,  no se podía hacer 

algo toda vez que “no podíamos sustituir los poderes”, siendo la 

orden de COLPENSIONES  “pedir disque un permiso en Bogotá, 

pero nos quedaba muy difícil por presencia de inconvenientes de 

última hora y era muy difícil llamar a Bogotá para pedir el 
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permiso para no asistir a determinada audiencia, entonces a 

veces uno tenía que ir como fuera o asumir las consecuencias 

porque no había de otra”; que para ser contratados tenían que 

contar con teléfono inteligente, “ese era uno de los requisitos 

indispensables que nos dijeron. Cuando comenzó 

COLPENSIONES, que debíamos tener un teléfono inteligente 

porque nos llamaban a diferentes horas, por la noche y mañana, 

en horario de audiencia, que teníamos que ir a hacer algún 

requerimiento de la contraloría o alguna otra cosa, y nosotros 

teníamos que estar pendiente para resolver lo que nos estaban 

pidiendo”; que a final de año “siempre nos hacían reuniones y 

nos decían que teníamos que asistir a todas las reuniones y entre 

esas, yo siempre veía a Sandra”; que si la demandante no 

cumplía con el manual, “le hacían un disciplinario”. 

 

 

Preguntada por la abogada de COLPENSIONES, informó que 

nunca estuvo presente en el disciplinario que se hacía por 

incumplimiento del manual, pero que el tema era comentado; 

informó que la demandante “tenía que asistir cuando nos exigían 

un requerimiento que teníamos que llevar, cuando las copias de 

las sentencias, cuando teníamos que ir con los poderes, cuando 

teníamos que ir, ósea nos llamaban siempre por intermedio del 

celular, nos estaban llamando que hay que estar en determinada 

reunión o teníamos que llevar un requerimiento por escrito, 

teníamos que llevar la cuenta, varias cosas”; dijo que las 

reuniones se daban “cuando se presentara el problema” y que la 

demandante no tenía una oficina a ella asignada en 

COLPENSIONES. 

 

De las pruebas antes relacionadas, se desprende con suficiente 

claridad que en efecto entre las partes, en atención al principio 

de la primacía de la realidad sobre las formas, se presentó un 

contrato de trabajo que amerita la concesión de las pretensiones 

de la demanda, toda vez que la documental enseña que la 
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demandante estaba obligada a asistir a capacitaciones, 

reuniones y diferentes eventos convocados por 

COLPENSIONES, encontrándose mensajes de datos; mismos en 

que se identifica claramente el origen y destino, así como el 

medio utilizado para su difusión; en los que se le requiere de 

manera puntual para presentar informes de gestión, 

colocándosele incluso fecha para dar cumplimiento al 

requerimiento pertinente. 

 

Lo anterior, a juicio de la Sala, desdibuja la característica 

principal del ejercicio de la abogacía: profesión liberal, pues no 

se logró demostrar en el plenario que las labores de abogada 

externa que desempeñó la demandante para COLPENSIONES, 

fueran ejecutadas con independencia y autonomía, en el 

entendido que la llamada a juicio a través de sus funcionarios 

del área de defensa jurídica de la entidad, eran quienes 

entregaban a la demandante, como abogada externa, formatos 

a través de los cuales debía ejercer su tarea, señalaban los 

términos en que debían contestarse las demandas y exigían el 

seguimiento de protocolos y circulares emitidas por la empresa. 

 

Es que no puede pasarse por alto que si bien la prestación de 

asesoramiento jurídico podría potencialmente involucrar la 

imposición de directrices, regulaciones y parámetros legales por 

parte del contratante, en el asunto quedó evidenciado la 

presencia de un entorno en el cual la profesional del derecho 

operaba bajo la influencia de lineamientos preestablecidos que 

restringían claramente su capacidad de actuación autónoma, lo 

que en realidad de verdad, apunta hacia una relación de 

subordinación, en la que la profesional experimenta una 

limitación en su ejercicio independiente.  

 

De las pruebas atrás referidas, se observan los contratos de 

prestación de servicios 361 del 2.014 y 510 del 2.015, así como 

requerimiento formal expedido por COLPENSIONES de mayo 
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del 2.015, requerimiento de informes del mes de marzo del 

2.015, actas de seguimiento de procesos, correos enviados con 

asignación de procesos, correos de citación a capacitación, 

correo de aclaración de instructivo de entrega de sentencias 

judiciales, correo sobre diligenciamiento de informes a la 

contraloría, correos electrónicos solicitando informes y citando 

a la demandante a capacitaciones y reuniones, correos a 

reunión de seguimiento y manual de aspectos sustantivos 

expedidos por COLPENSIONES. 

 

Lo anterior demuestra que la parte demandante estaba sujeta a 

la obligación de participar en reuniones periódicas y cumplir 

con prontitud las solicitudes y compromisos derivados de estas; 

ello se deriva también de la misma documentación 

proporcionada por COLPENSIONES, de la que logra 

establecerse que la demandante era requerida a operar en 

estrecha coordinación con el Manual de Defensa Judicial 

establecido por la entidad, siguiendo las directrices emitidas por 

la Gerencia Nacional de Defensa Judicial, requerimientos que 

se refieren a la estrategia a ser adoptada para asegurar la 

adecuada atención de los casos bajo su responsabilidad, 

además, a la demandante le tocaba registrar constantemente 

información en plataformas de las demandadas, se le hacían 

constantes requerimientos por vía de correos electrónicos y se 

le convocaba a reuniones constantes, como quedó ya dicho. 

 

 

En tema idéntico al que hoy ocupa la atención de esta 

Corporación, la Corte Suprema de Justicia en la especialidad 

laboral, refirió en sentencia SL1780-2023 radicado 93609 del 4 

de julio de 2023, los siguiente: 

 

“Sin embargo, a pesar de que la accionante aparece en los contratos de prestación de 
servicios como abogada externa, realmente estaba integrada, en forma inicial al ISS y 
luego a Colpensiones, en la medida en que realizaba el trabajo según las instrucciones y 
bajo el control de las accionadas, su servicio debían ser ejecutados personalmente por 
ésta, que se trataba de un vínculo de cierta duración y continuo, y a cambio de ello 
recibía una remuneración periódica, siendo esta la única o la principal fuente de sus 
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ingresos, circunstancias estas que, a la luz de la Recomendación 198 de la OIT sobre la 
relación de trabajo, son criterios de laboralidad”. 
 

 

De esta forma, evidenciado el contrato realidad, determina la 

Sala que los extremos temporales del mismo corresponden al 8 

de enero de 2014 al 30 de julio de 2015, pues si bien se 

presentó una interrupción en los servicios de la demandante 

entre el 20 de diciembre de 2014 y el 12 de enero de 2015, la 

misma no fue superior a 30 días para poder señalar que se 

presentó solución de continuidad en los servicios de la 

demandante, a lo que se suma que dicho periodo corresponde 

al lapso de vacancia judicial; a los anterior se suma que las 

declaraciones recibidas, refirieron sobre la continuidad de los 

servicios de la actora. 

 

Es que nótese como al contestar el hecho primero de la 

demanda, COLPENSIONES informa los extremos antes 

mencionados; dijo la entidad sobre el particular: 

 

 

 

Se procede entonces a emitir pronunciamiento relativo a los 

derechos laborales deprecados por la actora en el escrito 

primigenio, considerando al efecto la remuneración que aparece 

probada en el plenario a través de los múltiples documentos 

aportados por los interesados en este asunto, y que dan cuenta 

para el año 2014 de la suma de $5.368.886,oo, mientras que 

para el año 2015 se establece la suma de $7.238.400,oo. 
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En este punto de la providencia corresponde señalar que la 

prescripción propuesta como excepción por la llamada a juicio 

no prospera, pues si bien la reclamación administrativa del 

derecho, con la cual se interrumpió el fenómeno extintivo en 

mención, aparece demostrada a folios 106 y 114 del legajo 

digital, con fechas 15 y 27 de febrero de 2018, por lo que 

habiéndose terminado el vínculo entre las partes el 31 de julio 

de 2015, no se completó el trienio prescriptivo para las 

cesantías y vacaciones, como tampoco para las primas de 

servicio del año 2015; la prima de junio de 2014 y la de navidad 

no son procedentes como se explicará más adelante. 

  

Así, por cesantías del año 2014, corresponde la suma de 

$5,189,923.13; mientras que por dicho derecho para el año 

2015 corresponde la suma de $4,186,000.oo para un total por 

dicho concepto de $9,375,923.13; para el tema de intereses a 

las cesantías, corresponde sobre las causadas en el año 2014, 

la suma de $602,031.08, y para las causadas en el año 2015 la 

suma de $293,020.oo para un total por dicho derecho de 

$895,051.08. 

 

Por primas de servicios, en los términos del artículo 4 del 

Decreto 1919 de 2002, los trabajadores oficiales del sector 

central tienen derecho a las mismas prestaciones que los 

empleados públicos del mismo nivel; en ese orden de ideas, es 

el Decreto 1042 de 1978 en sus artículos 58 y siguientes, el 

compendio normativo que regula el tema. 

 

Así, como quiera que para junio de 2014 la actora no 

contabilizaba un año de servicios, su prima de servicio 

corresponde manera Proporcional “en razón de una doceava 

parte por cada mes completo de labor y siempre que hubiere 

servido en el organismo por lo menos un semestre”, pero como 

quiera que no completó el semestre trabajado, no puede 

otorgarse el derecho para el año 2014, mientras que para el 
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2015 corresponde la suma de $4,186,000.oo, sin que el 

derecho se encuentre afectado por prescripción. 

 

La prima de navidad no fue pretendida por la parte actora, 

estando vedado para la Sala las facultades ultra y extra petita, 

pues el punto no fue discutido en primer grado. 

 

Frente a las vacaciones, el derecho deberá compensarse ante 

su no disfrute por la actora, según las voces del artículo 47 del 

Decreto 1848 de 1969 (Artículo 20 Decreto Nacional 1045 de 

1978), correspondiendo así la suma total de $4,687,961.57. 

 

En lo que respecta a la deprecada sanción por no pago 

oportuno de derechos laborales y por la no consignación de 

las cesantías, debe indicarse que la sanción moratoria de los 

trabajadores oficiales se rige por los Decretos 2127 de 1945 y 

797 de 1949, misma que si bien no fue pedida por la parte 

actora con exactitud en lo que a la citación de la norma que 

la consagra se refiere, no puede la Sala desconocer que el 

derecho consagrado a favor del trabajador y a cargo del 

empleador incumplido, se discutió entre las partes, pues la 

sanción moratoria por no pago oportuno de prestaciones 

sociales fue punto de demanda y de contestación, así como 

sometido a debate probatorio, por lo que mal haría esta 

Colegiatura en cercenar el derecho del trabajador por el 

simple hecho de haberse enunciado mal la norma que lo 

consagra. 

 

Frente a la sanción moratoria ante la ausencia de buena fe 

del otrora ISS, hoy COLPENSIONES, la Sala de Casación 

Laboral, expuso en sentencia SL981 de 2019: 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1466#1
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1466#1
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La misma Corporación refirió en la sentencia SL1408-2021, lo 

siguiente: 

 

«(…) la indemnización moratoria que prevé el artículo 65 del CST, modificado 
por el artículo 29 de Ley 789 de 2002, fue establecida para los trabajadores 
particulares, mientras que el artículo 1º del Decreto 797 de 1949, contiene 
la relativa a los trabajadores oficiales y que, »pese a que una y otra 
comparten algunas características para su imposición, como la de no ser 
automáticas e inexorables, difieren en el momento en que se empieza a 
causar cada una y en la forma de liquidación, al establecerse por ejemplo, 
para la última, un plazo de gracia de 90 días, luego de la terminación del 
contrato de trabajo”. 
 

 

Ahora, la jurisprudencia nacional también ha sido clara en 

enseñar, que la pretendida, al igual que las demás sanciones 
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por mora, no es de aplicación automática y para su imposición 

debe evaluarse el actuar omisivo del empleador frente al 

trabajador perjudicado con el no pago del derecho, sin que 

pueda argumentarse para demostrar la ausencia de buena fe 

del empleador, que obró en atención al contenido literal del 

acuerdo entre las partes. 

 

En efecto, en sentencia SL825-2019 el Máximo Tribunal de la 

jurisdiccional laboral y de la seguridad social, enseñó sobre el 

particular: 

 

«…En ese escenario, recuerda la Corte que en varias oportunidades, por 
ejemplo en la sentencia SL 9641-2014, ha explicado que la buena o la mala 
fe en asuntos como el presente, no depende de la prueba formal de los 
contratos de prestación de servicios que entidades como la demandada 
suscriben con personas como el accionante,» o de su mera afirmación de que 
obra convencida de estar actuando conforme a derecho al no tener por 
laboral el vínculo que de allí se desprende, pues de todas formas es 
necesario verificar otros aspectos que giraron alrededor del comportamiento 
que asumió en su condición de deudora obligada, razón por la cual el juez 
del trabajo debe apreciar todo el acervo probatorio para establecer la 
existencia de otros fundamentos para no imponer la sanción por mora sobre 
la que se discurre.  
 
Así las cosas, encuentra la Corte que en el caso concreto no existen pruebas 
ni razones convincentes que justifiquen la conducta del ISS, pues los nueve 
contratos de prestación de servicios que refiere el ad quem suscribió tal 
institución con el demandante, no demuestran buena fe, sino la clara 
intención de la demandada de acudir de manera sistemática a supuestos 
contratos administrativos de prestación de servicios, como los regulados por 
la ley 80 de 1993, para ocultar verdaderas relaciones contractuales 
laborales y burlar el pago de derechos de ellas derivados, establecidos a 
favor de quienes a la postre son realmente sus trabajadores”.  
 
 

Con vista en lo anterior, a juicio de la Sala, COLPENSIONES 

contrató los servicios personales de la demandante bajo 

continuada subordinación, sin que los argumentos esbozados 

en su defensa sean de peso para desvirtuar la ausencia de 

buena fe en su omisión laboral, por lo que se condenará a la 

demandada al pago de la deprecada indemnización, 

considerando para el efecto el termino de gracia de 90 días con 

que contaba la entidad para satisfacer su obligación frente a la 

abogada SANDRA MILENA RAMIREZ. 
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Entonces, la relación laboral finalizó el 30 de julio de 2015, los 

90 días de gracias comienza a partir del día siguiente al finiquito 

del nexo social, término que se cumplió el 28 de octubre de la 

misma anualidad.  

 

Como el último salario devengado por la señora SANDRA 

MILENA RAMIREZ fue la suma de $7.176.000, el salario diario 

corresponde a $239.200,oo, suma que deberá cancelar la 

demandada desde el 29 de octubre de 2015, hasta que se haga 

efectivo el pago de las acreencias adeudadas. 

 

Respecto de la sanción moratoria por no consignación de las 

cesantías, establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, 

no hay lugar a imponer esta sanción, por cuanto esta 

indemnización no es aplicable a los trabajadores oficiales, 

cuando sí a los trabajadores particulares, como lo ha enseñado 

la jurisprudencia nacional en sentencias SL2967-2018 y 

SL1106-2021, entre otros. 

 

En efecto, en la providencia atrás citada y emanada 

igualmente de la Sala de Casación Laboral – sentencia 

SL918 de 2019-, se consignó con suficiente claridad para el 

caso de los trabajadores oficiales de una EICE como lo es 

COLPENSIONES: 

 

 

    

En lo que respecta al pretendido despido, se tiene por sentado 

por la jurisprudencia nacional que al trabajador demandante le 

basta con demostrar el hecho del despido y al empleador 
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demandado le corresponde acreditar que no incurrió en una 

conducta contraria a derecho, y que el despido está amparado 

en una justa causa. 

 

Revisada la actuación, se evidencia que la terminación del 

contrato de trabajo de la demandante obedeció a la expiración 

del término pactado en el contrato de prestación de servicio; sin 

embargo, dicha causal no se encuentra enmarcada en el 

artículo 7 del Decreto 2351 de 1965, por lo que sin lugar a más 

elucubraciones debe declarase que el despido de la demandante 

no se encuentra amparado en una justa causa y, por tanto, 

deviene injustificado. 

 

Bajo ese panorama, para calcular el valor de la indemnización 

por despido injusto, en favor de la demandante, debe acudirse 

a lo normado en la Ley 6 de 1945 y el Decreto 2127 del mismo 

año, normatividad aplicable a los trabajadores oficiales, 

debiéndose indicar que es de aplicación la figura del plazo 

presuntivo, conforme a lo reglado en los artículos 40 y 43 del 

Decreto 2127 de 1945, normas que señalan que cuando no se 

establezca el plazo del contrato o se diga que es indefinido se 

entiende celebrado por (6) seis meses, prorrogables de forma 

automática. 

 

Ahora, el referido plazo presuntivo se cuenta desde la fecha de 

la vinculación laboral de los trabajadores oficiales, por lo que, 

desde esa perspectiva, como el despido sin justa causa implica 

un lucro cesante, la indemnización debe corresponder al tiempo 

que faltare para cumplirse el plazo presuntivo. 

 

En virtud del término presuntivo de los artículos 40 y 43 del 

Decreto 2127 de 1945, se entiende que el contrato de la 

demandante estaba vigente por 6 meses, iniciando en efecto el 

08 de enero de 2014, por tanto, los primeros 6 meses vencieron 

el 07 de julio de 2014, y se fue prorrogando de 6 meses en 6 
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meses., así, la siguiente prorroga ocupaba desde el 8 de julio de 

2014 hasta el 7 de enero de 2015, la siguiente del 8 de enero de 

2015 al 7 de julio de 2015 y, por último, del 8 de julio de 2015 

al 7 de enero de 2016; empero, como los servicios finiquitaron 

el 30 de julio de 2015, a la demandante le faltaban 5 meses y 7 

días, y es por ese tiempo que se debe calcular la indemnización 

por despido injusto en suma que equivale a $37,554,400,oo. 

 

Por último, en lo que respecta al pago de aportes a la seguridad 

social en pensiones, como quiera que se demostró la existencia 

real del contrato de trabajo entre las partes, la demandada 

deberá pagar a favor de la actora el cálculo actuarial que 

corresponda por el periodo 8 de enero de 2014 a 30 de julio de 

2015, con destino al fondo de pensiones al que se encuentre 

afiliada la señora SANDRA MILENA RAMIREZ PRETEL o al que 

su libre escogencia. 

 

En atención a la prosperidad de la sanción por mora, no se 

ordenará la indexación de las sumas reconocidas en este 

proveído al momento de su pago, a excepción del valor 

correspondiente a la compensación en dinero de vacaciones. 

 

Como el recurso de apelación presentado por la parte actora 

resultó a su favor, las costas en ambas instancias estarán a 

cargo de la demandada y vencida.  Como agencias en derecho 

en esta Sede Judicial, se fija la suma de $200.000,oo. 

 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Buga, Valle del Cauca; 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE  
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PRIMERO: REVOCAR en todas sus partes la sentencia absolutoria 

No. 054 fechada el 15 de marzo de 2021, proferida por el JUZGADO 

TRECE LABORAL DEL CIRCUITO LABORAL DE CALI- VALLE DEL 

CAUCA, dentro del asunto del epígrafe, para, en su lugar, 

DECLARAR que entre las partes se suscitó un contrato de trabajo 

realidad que osciló entre el 8 de enero de 2014 y el 30 de julio de 

2015 y, en consecuencia, CONDENAR a la ADMINSITRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES- a pagar a favor 

de la demandante SANDRA MILENA RAMIREZ PRETEL, las 

siguientes sumas y por los siguientes conceptos: 

 

1. CESANTIAS: $9.375923,13 

2. INTERESES A LAS CESANTIAS: $895.051,08 

3. PRIMAS DE SERVICIO: $4.186.000,oo 

4. COMPENSACION VACACIONES: $4.687.961,57 

5. MORATORIA POR NO PAGO OPORTUNO DE DERECHOS 

LABORALES; la suma diaria de $239.200 a partir del 29 de 

octubre de 2015 hasta que el pago efectivo de lo adeudado por 

cesantías, intereses a las cesantías y primas de servicio se 

cancele. 

6. DESPIDO / PLAZO PRESUNTIVO: $$37,554,400,oo.. 

7. CALCULO ACTUARIAL que corresponda por el periodo 8 de 

enero de 2014 a 30 de julio de 2015, con destino al fondo 

de pensiones al que se encuentre afiliada la señora 

SANDRA MILENA RAMIREZ PRETEL o al que su libre 

escogencia. 

8. INDEXACION del valor correspondiente a la compensación en 

dinero de vacaciones desde el 29 de octubre de 2015 hasta que 

efectivamente se realice el pago de la obligación. 

 

SEGUNDO: COSTAS en ambas instancias estarán a cargo de la 

demandada y vencida.  Como agencias en derecho en esta Sede 

Judicial, se fija la suma de $200.000,oo. 
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TERCERO: NOTIFÍQUESE esta sentencia por edicto, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 2213 de 2022. 

 

 

MARÍA MATILDE TREJOS AGUILAR 

Ponente  

 

 

MARÍA GIMENA CORENA FONNEGRA 

 

 

CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE  

(en uso de permiso) 
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